
Señores 

JUZGADO PROMISCUO DE FAMILIA 

Puerto Boyacá. 

 

 
REF: CONTESTACION DEMANDA DECLARATIVA UNION MARITAL Y OTROS 

DEMANDANTE: YUMARY TABARES MARTINEZ 

DEMANDADO: HECTOR JULIO NOVOA CAMBEROS 

RADICADO: 2022-00137. 

 

 

MAXIMO ENRIQUE RONDON NARANJO, identificado como aparece al pie 

de mi correspondiente firma, obrando como apoderado de HECTOR JULIO 

NOVOA CAMBEROS, identificado con C.C. 4.438.560, como consta en el 

poder adjunto, me permito contestar a la demanda DECLARATIVA DE 

UNION MARITAL DE HECHO, impetrada por la señora YUMARY TABARES 

MARTINEZ, a través de apoderada y en contra de mi defendido, en los 

siguientes términos. 

 

   

 

  A LOS HECHOS 

 

AL HECHO PRIMERO: ES CIERTO. 

 

AL HECHO SEGUNDO: ES CIERTO. 

 

AL HECHO TERCERO: ES CIERTO. 

 

AL HECHO CUARTO: ES CIERTO. 

 

AL HECHO QUINTO: ES CIERTO. 

 

AL HECHO SEXTO: ES CIERTO. 

 

AL HECHO SEPTIMO: ES CIERTO. 

 

AL HECHO OCTAVO: ES CIERTO. 

 

AL HECHO NOVENO: ES CIERTO PARCIALMENTE. Con relación a este 

hecho, se afirma que los dos primeros párrafos son ciertos.  

Los párrafos tercero y cuartos son falsos; la señora TABARES MARTINEZ, 

no puede afirmar que era la administradora del negocio PLAY NASCAR y del 

BAR PARRANDERROS, ya que para esa época la actora era DOCENTE, en 



la Institución educativa LICEO PESTALOZZI. Situación que impedía de 

forma clara estar dedicada a labores como empleada subordinada y a su 

presunta administración de unos negocios.  

 

Leyendo con detenimiento el párrafo cuarto de este hecho, la actora falta a 

la verdad, ya que mi mandante NO  ha dejado de sufragar los gastos de 

manutención de su hogar y menos los deberes para con sus hijos. 

 

El párrafo quinto de este hecho, no se debe tener como hecho, es una 

situación propia de una relación de años de convivencia. 

 

AL HECHO DECIMO: ES CIERTO PARCIALMENTE. Aunque la mayoría de 

los bienes descritos fueron adquiridos durante la convivencia, hay que hacer 

claridad al despacho que en la primera separación que sostuvo mi mandante 

con la actora, se llegó a un acuerdo mutuo de repartición de bienes, que se 

explicara en líneas posteriores. 

 

AL HECHO DECIMO PRIMERO: ES CIERTO PARCIALMENTE. La 

representante judicial argumenta en el carpetario, que en la fecha 30 de 

mayo de 2021 fue el último día en que hubo convivencia entre los dos, 

situación que escapa de la esfera real, ya que el día 29 de mayo de 2021 

ocurrieron hechos que ocasionaron la salida definitiva de mi prohijado de la 

convivencia con la actora de esta demanda. 

 

AL HECHO DECIMO SEGUNDO: No es un hecho como tal, lo anterior debe 

tenerse como un fundamento de derecho y será desvirtuado por la tesis de 

la defensa.  

 

 

       A LAS PRETENSIONES  

 

Con relación a las pretensiones solicitadas en el libelo de la demanda, nos 

oponemos a los numerales Segundo y Tercero. Y con relación al numeral 

Primero, nos sometemos a lo resuelto por el señor Juez. 

 

 

   A LAS MEDIDAS CAUTELARES 

 

 

Analizando de manera detallada el acápite de la solicitud de las Medidas 

Cautelares, nos oponemos de manera rotunda a las peticiones plasmadas 

por encontrarlas desproporcionadas, temerarias y sin fundamento legal 

para requerir su decreto. 

 



 

 

En el último párrafo de la solicitud de Medidas Cautelares, la togada expresa 

que mi mandante ¨se ha enterado de la existencia de una posible demanda 

y existe el riesgo que trasfiera los bienes¨. Situación que carece de realidad 

y se puede evidenciar una mala fe en esta afirmación, ya que desde el 

momento en que mi mandante abandono de manera definitiva el hogar es 

decir el 29 de mayo de 2021, tuvo el tiempo necesario para realizar la 

afirmación que ha mencionado la colega, pero caso contrario es la realidad 

al día de hoy, ya que mi prohijado ha obrado de buena fe y no ha tenido la 

voluntad de ocultar los bienes descritos en el libelo de la demanda. 

 

   SITUACION FACTICA 

 

 

Existe para conocimiento del respetado despacho dos situaciones que son 

importantes señalar y que fueron desconocidas por la togada en su 

demanda. 

 

1.- En el año 2019 mes de mayo, la acá demandante y mi prohijado tomaron 

la decisión de separarse por inconvenientes propios de toda relación, pero 

seis (6) meses después deciden intentar recomponer su convivencia y es así 

como vuelven al seno de su hogar. En ese momento las partes acuerdan de 

manea mutua lo siguiente. 

 

- Que la señora YUMARY TABARES MARTINEZ, le corresponde la 

vivienda ubicada en la Carrera 11 N° 27-28, manzana C lote 5 de la 

urbanización Miradores de San Lorenzo. Sitio en el cual reside en 

estos momentos juntos con los hijos procreados en convivencia con 

mi mandante, se acuerda gravar el inmueble a patrimonio de familia, 

con el fin de proteger a los menores. Situación que mi mandante está 

en condiciones de seguir respetando.  

 

Y con un lote ubicado en la dirección  Cra 11 N° 29-33, el cual a la 

postre fue vendido por la señora TABARES MARTINEZ al señor 

EDWIN JAVIER TORRES CONTRERAS, el día 27 noviembre de 2019 

y esos dineros provenientes de esta venta se desconocen en que fueron 

invertidos. 

 

- Que el señor HECTOR JULIO NOVOA CAMBEROS, le correspondía. 

El apartamento ubicado en la ciudad de Medellín, casa ubicada en el 

barrio pueblo nuevo de este municipio de nomenclatura Carrera 2 N° 

4 – 2, 02-03-07 y los vehículos. 

 



 

 

 

 

Pero en dialogo con mi mandante se evidencia la falta de claridad de la 

demandante de ocultar información acerca de los hechos reales, ya que en 

esa decisión de llegar acuerdos mutuos con relación a la partición de bienes 

de forma extralegal, mi mandante quedaba con toda la obligación de las 

deudas financieras adquiridas dentro de la unión, ya que fueron contraídas 

con el fin específico de la compra de los inmuebles y vehículos.  

 

Las deudas que deben ser tenidos en cuenta y que fueron ignoradas por la 

actora en esta demanda ascienden a la suma de CUATROCIENTOS 

SETENTA Y OCHO MILLONES SETENTA Y NUEVE MIL SETECIENTOS 

DIECIOCHO PESOS ($ 478.079.718), producto de préstamos a entidades 

financieras como Banco de Occidente, Banco Falabella, Bando de Bogotá y 

Serfinanza u Olímpica. Dineros invertidos en la compra de los inmuebles 

ubicados en la Carrera 2 N° 4-2 02-03-07 Puerto Boyacá y apartamento 

ubicado Medellín con M.I. 50S-40134134  y los vehículos cuyas placas son 

TKB 080, IJL713 Y UGM 643 en donde se puede visualizar en la Licencia de 

Transito de cada vehículo, que se encuentran con limitación a la propiedad 

por parte del Banco Davivienda y RCI Compañía de Financiamiento hoy 

Banco de Occidente como producto de la compra de cartera. Desgloso a 

continuación las deudas descritas y que fueron adquiridas dentro del 

periodo de convivencia de las partes y conocidas de forma amplia por los 

sujetos procesales. 

 

ENTIDAD FINANCIERA  VALOR  

 

CREDITO COMPRA DE CARTERA BANCO DE 

OCCIDENTE 

$ 228.634.428 

TARJETA DE CREDITO BANCO DE OCCIDENTE $     5.502.280 

TARJETA DE CREDITO BANCO DE OCCIDENTE $     5.500.000 

CREDITO VEHICULO UGM 643 $   77.393.556 

TARJETA DE CREDITO BANCO DE BOGOTÁ $   11.545.413 

BANCO FALABELLA $     9.752.319 

CREDITO VIVIENDA BOGOTÁ $ 100.000.000 

TARJETA DE CREDITO BANCO DE BOGOTÁ $      3.945.687 

COMPRA DE ELECTRODOMESTICOS 

SERFINANZA U OLIMPICA 

$      5.021.586 

TARJETA DE CREDITO DAVIVIENDA  $    10.048.971 

CREDITO DAVIVIENDA  $    20.735.478 

TOTAL  $ 478.079.718 



    

    

  FUNDAMENTOS DE DERECHO 

    

 

Como es de conocimiento estamos frente a lo preceptuado en la ley 54 de 

1990 modificada por la Ley 979 de 2005. Con base a lo anterior y siguiendo 

los parámetros de esta Ley, se le olvido a la togada que para liquidar una 

Sociedad Patrimonial  entre compañeros permanentes, se aplicarán las 

normas contenidas en el Libro 4o., Título XXII, Capítulos I al VI del Código 

Civil. 

 

Quiere decir lo anterior que en la liquidación de la Sociedad, se tendrán en 

cuenta tanto los activos como los pasivos de la sociedad, no puede la togada 

aducir que la sociedad entre la demandante y mi prohijado existen solo 

bienes y estos fueron conseguidos exclusivamente del esfuerzo de las partes 

sin ayuda de un intermediario o tercero como entidades financieras. 

 

Carece de poco valor lo anotado en la libelo demandatorio, cuando solo se 

quiere valer los derechos de la parte demandante invocando claro esta, el 

Artículo 2° de la Ley 54 de 1990, pero desconoce por completo toda la 

normatividad siguiente y pretende hacer creer al respetado despacho, que 

en la sociedad que existió entre las partes no hubo deudas y que necesitaban 

ser canceladas o en su defecto que alguien asumiera el rol responsable de  

pagarlas. 

 

Para finalizar este capítulo, nos acogeremos en el presupuesto legal de la 

Ley 54 de 1990 Artículo 8°, y será desarrollado en el acápite de excepciones. 

 

 

  PRUEBAS 

 

DOCUMENTALES. 

 

- Certificación de las entidades financieras BANCO OCCIDENTE, 

BANCO FALABELLA, BANCO DE BOGOTA, DAVIVIENDA y 

SERFINANZA. Donde se demuestra las deudas contraídas por mi 

mandante dentro de la relación sostenía con la demandada. 

- Licencia de Transito de los vehículos de placas TKB 080 y UGM 643. 

- Certificado de libertad y tradición M.I. 088-18573, predio vendido por 

la señora YUMARY TABAREZ MARTINEZ. 

 

 

 



INTERROGATORIO DE PARTE 

 

- Sírvase señor Juez con todo respeto, citar a la señora YUMARY 

TABARES MARTINEZ, quien puede ser citada en la dirección ya 

aportada en el libelo demandatorio, con el fin que absuelva el 

interrogatorio que formulare en el momento que el despacho lo 

requiera. 

 

- Sírvase señor Juez con todo respeto, citar al señor HECTOR JULIO 

NOVOA CAMBEROS, quien puede ser citado en la dirección ya 

aportada en el libelo demandatorio, con el fin que absuelva el 

interrogatorio que formulare en el momento que el despacho lo 

requiera. 

 

TESTIMONIALES 

 

Se le solicita al respetado despacho recepcionar los testimonios de las 

siguientes personas: 

 

- WILLIAM PARDO ORTIZ, identificado con C.C.  71.195.228 abonado 

celular 322 3786017. 

 

- JOSE GUILLERMO LINARES ROJAS, identificado con C.C. 14, 

326.555 abonado celular 318 6936543. 

 

- ALBA LEONOR CAMBERROS, identificada con C.C. 24.707.186, 

abonado celular 310 4243734. 

 

 

   ANEXOS 

 

- Los del acápite de pruebas 

- Poder  

 

 

     NOTIFICACIONES 

 

 

- Al demandado: En la Carrera 3ª N° 1-22 Barrio Club Amas de casa, 

correo electrónico: hectorjulionovoa@hotmail.com 

 

 

mailto:julionovoa@hotmail.com


- Al suscrito: En la Carrera 3 N° 32-04 Barrio Guayacanes, correo 

electrónico: kikeron1829@yahoo.es  

 

 

- A los demás sujetos procesales, en las direcciones anotadas en la 

demanda. 

 

Del señor Juez, 

 

 

 

MAXIMO ENRIQUE RONDON NARANJO 

C.C. 79.671.828. 

T.P. 181.632. 
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Señores 

JUZGADO PROMISCUO DE FAMILIA 

Puerto Boyacá. 

 

 
REF: PROPOSICIÓN DE EXCEPCIONES 

DEMANDANTE: YUMARY TABARES MARTINEZ 

DEMANDADO: HECTOR JULIO NOVOA CAMBEROS 

RADICADO: 2022-00137. 

 

 

MAXIMO ENRIQUE RONDON NARANJO, identificado como aparece al pie 

de mi correspondiente firma, obrando como apoderado de HECTOR JULIO 

NOVOA CAMBEROS, identificado con C.C. 4.38.560, como consta en el 

poder adjunto, me permito proponer las siguientes: 

 

 

      EXCEPCIONES 

 

- PRESCIPCION DE LA ACCION QUE PRETENTE DECLARAR LA 

EXISTENCIA DE LA SOCIEDAD PATRIMONIAL Y SUS 

CONSECUENCIAS. 

 

 

Este medio de extinguir las obligaciones está definido en nuestro estatuto 

civil así: ¨ARTÍCULO 2512. <DEFINICION DE PRESCRIPCION>. La prescripción es un 

modo de adquirir las cosas ajenas, o de extinguir las acciones o derechos ajenos, por 

haberse poseído las cosas y no haberse ejercido dichas acciones y derechos durante cierto 

lapso de tiempo, y concurriendo los demás requisitos legales.¨ 

 

Entrándonos de lleno en la Ley 54 de 1990 modificada por Ley 979 de 2005,  

prevé: ¨Artículo  8o. Las acciones para obtener la disolución y liquidación de la 

sociedad patrimonial entre compañeros permanentes, prescriben en un año, a 

partir de la separación física y definitiva de los compañeros, del matrimonio con 

terceros o de la muerte de uno o de ambos compañeros¨.   

 

En la lectura del libelo demandatorio se observa en el hecho DECIMO 

PRIMERO lo siguiente: ¨La unión se inició el día 13 de febrero de año 2007 

y perduro hasta el día 30 de mayo de 2021, día del último encuentro íntimo 

y sentimental que sostuvieron la señora YUMARY TANARES MARTINEZ y el 

señor HECTOR JULIO NOVOA CAMBEROS¨.  (Negrillas Propias).  

 



Nuestro ataque a este hecho se puede describir en nuestra contestación, al 

afirmar que el día 30 no fue el último, sino que fue el 29 de mayo de 2021, 

momento en el cual según el acta suscrita en la Comisaria de Familia  el día 

1 de Julio de 2021, se evidencia que a raíz de actos perturbadores que 

alteraron la tranquilidad de la convivencia, las partes dejaron de convivir de 

forma permanente. 

 

Según el relato del hecho DECIMO PRIMERO y el acta suscrita en la 

Comisaria de Familia antes descrita, transcurrió un lapso de UNO (1) año y 

dos (2) días de ser inadmitida la demanda por falencia en su presentación, 

según Auto N° 067 del 1 de junio de 2022. 

 

El día 17 de junio de 2022 fue admitida demanda ya que la apoderada 

judicial de la demandante subsano las falencias en la presentación de la 

demanda. El día 5 de julio de 2022 mi representado asiste al respetado 

Juzgado de Familia, con el fin de conocer acerca de un embargo a su cuenta 

de ahorros por un proceso que se le seguía en esa Judicatura, la respuesta 

del señor secretario del Juzgado fue relatarle lo concerniente a este proceso. 

 

Ese mismo día 5 de julio en horas de la tarde, mi mandante recibe 

notificación vía plataforma WhatsApp y correo electrónico de la admisión de 

la demanda con los postulados legales para su contestación y anexos 

respectivos. 

 

Lo anterior señor Juez, se anota en este acápite de Excepción, con el fin de 

conocer en qué momento se presenta el fenómeno de la Prescripción, ya que 

es un tanto confusa, siendo un poco exacto no sabemos en qué instante fue 

presentada, pero si cuando fue rechazada, es decir al momento del rechazo 

ya habían trascurrido 2 días después del año que ordena la Ley 54 de 1990 

en su Artículo 8. 

 

Sin embargo, no se puede decir que existió una presentación debida, más 

bien fue indebida, ya que como se anotó en el párrafo anterior  no cumplió 

con las formalidades exigidas para ser admitida. Fue hasta el día 17 de junio 

hogaño, según el Auto 079 la demanda como tal cumple con los requisitos 

legales y se admite y se inicia lo pertinente para acceder a las notificaciones 

y registro de las medidas cautelares solicitadas. O sea Uno (1) año y 

Diecinueve (19) días después de haber terminado su relación definitiva las 

partes del proceso. 

 

Empero a lo anterior, es hasta el día 5 de julio de 2022 que surte el requisito 

de la notificación de manera oficial al Demandado por parte de la 

representante judicial de la Demandante.  

 



Es decir señor Juez, Uno (1) año y Treinta y siete (37) días, después de 

haberse separado de manera definitiva los sujetos procesales queda 

notificada la parte demanda. 

 

Todo lo anterior señor Juez, lo anoto con el fin de que sea decretada la 

Prescripción de la acción propuesta por la Actora de esta demanda, acerca 

de la Declaración de la Sociedad Patrimonial su Disolución y posterior 

Liquidación. Por tal motivo cito normas Jurisprudenciales sobre la materia, 

ya que no se cumplió con los requisitos necesarios desarrollados por la Ley 

y ratificados por la Jurisprudencia. Sentencia 108 de 1º de junio de 2005, 

expediente 7921. 

 

 

En el precedente citado, por el contrario, se actualizó la doctrina 

inveterada y uniforme de esta Corporación en punto de la interrupción civil 

de la prescripción, así el legislador en particular (parágrafo único del artículo 

8º de la Ley 54 de 1990) y en general (canon 2539, in fine, del Código Civil), 

haya entroncado el hecho, en su orden, con la “(…) presentación de la 

demanda (…)” o con la “(…) demanda judicial (…)”. En efecto, en palabras de 

la Corte:   

 

“1) Nótese que la primera de dichas disposiciones se remite a la 

‘presentación de la demanda’, como hito suficiente para truncar el 

decurso del plazo, tal cual lo establece la segunda de las normas 

aludidas, que, de manera general, hace referencia a ‘la demanda 

judicial’. Y adviértase también que el artículo 90 del C.P.C., no 

desconoce esa exigencia del orden sustancial, sino que más bien la 

complementa, pues presupone que la presentación de la demanda sí 

tiene la virtualidad de interrumpir el término para la prescripción, solo 

que supedita ese efecto a que el auto admisorio de la respectiva 

demanda se notifique en un determinado periodo (…). 

 

“Desde luego que no se puede argumentar la especialidad o la 

posterioridad de la norma de la Ley 54 de 1990 para evitar la aplicación 



del artículo 90 del C.P.C., pues si se miran bien las cosas, este último 

precepto, a diferencia del primero (art. 8º ), se limita a consagrar una 

carga procesal que, por supuesto, tiene determinados efectos 

sustanciales, por lo que siendo imperativas las normas de 

procedimiento (art. 6 C.P.C.), es incontestable que quienes concurren a 

un proceso judicial de naturaleza civil, no pueden sustraerse de su 

aplicación. 

 

“2) Tampoco se puede traer como argumento la simple y llana expresión 

literal de la norma, toda vez que, por ese camino interpretativo, se deja 

de escrutar el ordenamiento jurídico como un sistema en el que las 

distintas disposiciones armonizan unas con otras, en cuanto obedecen 

a una serie de principios y de reglas que les sirven de justificación. Ya 

de antiguo se afirmaba que ‘procede concordar unas leyes con otras’ 

(leges legibus concordare promptum est), y que “las leyes posteriores se 

interpretan por las anteriores, excepto que fueren contrarias” 

(posteriores leges ad priores pertinent, nisi contrariae sint), siendo claro 

que, en este caso en particular, la norma que se comenta no es contraria 

a las que le preceden, establecidas en los Códigos Civil y de 

Procedimiento Civil. 

 

“El derecho positivo, útil es recordarlo, no patrocina interpretaciones 

insulares, menos aún si ellas fracturan o resquebrajan la concepción 

legislativa que inspiró el conjunto de preceptos llamados a gobernar 

una determinada institución, en este caso la prescripción extintiva y su 

forma civil de interrupción, la cual reclama, necesariamente, un acto de 

comunicación a quien puede llegar a beneficiarse de aquella, de modo 

que, en virtud de ese enteramiento, el deudor quede advertido que su 

acreedor está presto a ejercer el derecho, y que, por tanto, no existe 

espacio para aprovecharse del tiempo, ni mucho menos de una eventual 

desidia. 



 

“Con otras palabras, los actos que no trascienden la órbita del acreedor, 

aquellos que permanecen en la periferia del deudor y que, por ende, son 

ignorados por él, no pueden tener la virtualidad de interrumpir la 

prescripción. Por eso, entonces, para que ciertamente la demanda sea 

útil al propósito de truncar el plazo prescriptivo, debe ser trasladada al 

deudor demandado, vale decir noticiada, en guarda de que se verifique 

su enteramiento. Por lo mismo, no se puede afirmar categóricamente, 

que del texto del parágrafo del artículo 8º de la Ley 54 de 1990, se 

desprende que fue voluntad del legislador que la sola demanda 

interrumpiera el término en ella consagrado, en la medida en que, de 

una parte, esa concepción de la ley descontextualiza la norma, en 

cuanto la sustrae de las reglas generales que informan el tema, so capa 

de una malentendida especialidad –que no puede ser asimilada a 

insularidad- y, de la otra, pasa por alto que si, en realidad de verdad, 

el confesado propósito de la ley hubiera sido establecer una excepción, 

habría señalado de manera expresa que, en el evento específico por ella 

regulado, no sería necesaria la notificación oportuna del auto admisorio 

de la demanda, o que no tendría aplicación el artículo 90 del Código de 

Procedimiento Civil, que sería lo consecuente en términos de técnica 

legislativa. De allí que si no lo hizo, debe entenderse que el legislador 

no exceptuó el régimen general aludido. 

 

“3) Memora la Corte que la interesante censura planteada por el 

recurrente, pretende revivir una añeja controversia entre las distintas 

normas que le han otorgado a la demanda la aptitud de paralizar el 

cómputo de los plazos de prescripción, y aquellas otras, las más de las 

veces consagradas en estatutos procesales, que condicionan la eficacia 

de ese ‘recurso judicial’ al conocimiento oportuno que tenga el 

demandado de la presentación del libelo o de su admisión, polémica 

que, expuesta desde las postrimerías del siglo XIX, fue zanjada por esta 



Corporación a favor de aquella tesis que halló compatibles las 

disposiciones, como se aprecia en diversas providencias que es útil 

recordar. 

 

“Así, precisó la Sala en sentencia de 3 de junio de 1913, que guardaban 

‘perfecta armonía’ las normas –entonces vigentes- contenidas en los 

Códigos Civil y de Procedimiento Civil, relativas a la interrupción del 

término prescriptivo, toda vez que ‘es la notificación y no la introducción 

de la demanda lo que produce el efecto de cortar la prescripción, sin que 

pueda decirse lo contrario, porque si simplemente se anulara el juicio 

por la falta de notificación o por ser ésta ilegal, quedaría vigente la 

interrupción por virtud de la sola presentación de la demanda y no 

habría motivo para declararla ineficaz a causa de no haberse 

notificado’, lo que, en la hora actual, implicaría violación del artículo 91, 

numeral 4º, del Código de Procedimiento Civil. 

 

“Luego, en fallo de 18 de octubre de 1921, advirtió que ‘la sola 

presentación de la demanda no interrumpe la prescripción, y que para 

ello es indispensable que aquella se haya notificado legalmente al 

demandado’, toda vez que, según doctrina sobre la materia, ‘sería 

absurdo que recayera sobre él –el demandado- los efectos de 

procedimientos de que no tiene noticia’..., lo que demuestra que el 

recurso judicial de que trata la disposición –se refiere al derogado art. 

2524 del C.C.- que se estudia es un hecho complejo formado por la 

demanda y su notificación’ (se resalta). 

 

“Tiempo después, en sentencia de 30 de noviembre de 1994, la Corte 

recordó que ‘para poner fin a esa controversia, el artículo 698 del C. de 

P.C., derogó en forma expresa los artículos 2524 del Código Civil y 29 

de la Ley 95 de 1890 y el legislador reguló de nuevo la materia conforme 

a lo prescrito por el artículo 90 del Código de Procedimiento Civil’. Más 



aún, la Corte Constitucional, al analizar la supuesta contradicción entre 

los artículos 2539 del Código Civil y 90 del C. de P.C., acotó que ‘En 

realidad las dos normas se complementan armónicamente, pues la 

segunda se concreta a regular lo concerniente a la interrupción de la 

prescripción una vez presentada la demanda, es decir, dentro del 

proceso’ (se subraya; sent. C-543/93). 

 

“Por consiguiente, la circunstancia de que la Ley 54 de 1990 hubiere 

establecido que la presentación de la demanda interrumpe el término 

prescriptivo de la acción para disolver y liquidar la sociedad patrimonial 

entre compañeros permanentes, no autoriza excluir la aplicación del 

artículo 90 del C. de P.C., pues tal suerte de interpretación traduciría 

que la interrupción civil, de suyo vinculada a un acto procesal, se 

produciría a espaldas del demandado, sin que éste, además, pudiera 

discutir su ineficacia en los precisos casos previstos en el artículo 91 de 

dicha codificación, lo que conspiraría contra caros axiomas que, ab 

antique, estereotipan el debido proceso, rectamente entendido. De allí, 

entonces, que no se pueda traer a colación el argumento de la 

especialidad de la norma, o el de ser ella posterior a la disposición del 

código de procedimiento, no sólo porque, se itera, tal presentación 

conduce a una postura que no resulta de recibo a la luz de la 

Constitución y la ley, sino también porque, en rigor, las dos 

disposiciones se ocupan de temas complementarios atinentes a la 

prescripción: la demanda, como hito interruptor, y la notificación 

oportuna, como requisito para su eficacia, lo que descarta la aplicación 

de las reglas sobre conflictos de leyes”. 

La aplicación armónica y complementaria de los artículos 8º de la Ley 

54 de 1990, parágrafo único, y 90 del Código de Procedimiento Civil, 

fue ratificada luego en un caso donde se había pasado de largo el 

último precepto. Por esto la Corte, reiterando la doctrina transcrita, 



señaló que “(…) el entendimiento que a la cuestión dio el sentenciador 

de segunda instancia entraña yerro jurídico (…)”, porque la 

presentación oportuna de la demanda era eficaz para interrumpir la 

prescripción, “(…) siempre y cuando se cumplan las demás exigencias 

consagradas en esas otras disposiciones, particularmente en la 

segunda de ellas (…)” (CSJ. Civil. Sentencia de 19 de diciembre de 

2008, expediente 02950). 

 

 

En sentencia  proferida por la H. Corte suprema de Justicia en su Sentencia 

SC 1131-2016 ya acorde con la normatividad del CGP. 

¨En reciprocidad, como la interrupción de la prescripción no es 

indefinida, para que lo sea, con entidad suficiente para borrar su curso, la 

ley le exige al actor cumplir ciertas cargas, cuya observancia se erigen en 

requisitos para oponerlas al convocado. 

En últimas, lo anterior evita que la interrupción de la prescripción con 

la simple presentación oportuna de la demanda, por sí, obre sin el 

conocimiento del demandado o al capricho del pretensor. Por lo mismo, la  

actuación procesal impuesta a una y otra parte, dirigida a realizar el derecho 

material, encuentra su correspondiente respuesta también en los derechos 

de defensa y contradicción¨.   

Por lo anterior señor Juez, haciendo un balance del lapso transcurrido entre 
la separación definitiva de las partes (Ley 54 de 1990 Art. 8) y el acto de 

notificación de la demanda (CGP Y JURISPRUDENCIA) ha acontecido un 
periodo de UNO AÑO (1)   TREINTA Y SIETE (37). Tiempo suficiente para 
que prospere dicha solicitud del fenómeno jurídico de la Prescripción de la 

acción antes mencionada. 
 

 

 



- MALA FE O TEMERIDAD  

 

Señor Juez, como puede notar en esta contestación la señora YUMARY 
TABARES MARTINEZ  a través de su apoderada judicial, obran de mala fe 

al tratar de ocultar al despacho situaciones relevantes para llegar a la 
verdad, como lo es el ocultamiento de las deudas conocidas por la actora de 
esta demanda y que fueron plasmadas en la contestación de este petitum; 

como también en ocultar el acuerdo así sea entre las partes sobre la 
distribución de bienes y deudas de la sociedad patrimonial de su momento. 

 

LA GENERICA. 

 

PRETENSION 

 

Con base en la anterior exposición de las Excepciones propuestas, se le 
solicita al señor Juez sea decretada de manera anticipada la Prescripción de 
la Acción de Declaración de la Sociedad Patrimonial y sus consecuencias 

A su vez, se levanten las medidas cautelares decretadas de embargo y 

secuestro solicitadas en el cuaderno demandatorio.  

De tener una mejor opinión el Juzgado, se tenga en cuenta la Excepción de 
Mala fe o temeridad en la toma de una decisión definitiva en derecho. 

 

Del señor Juez, 

 

 

MAXIMO ENRIQUE RONDON NARANJO 

C.C. 79671828. 
T.P. 181.632. 

 

 

 

 

 

 
 
















































